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INTRODUCCIÓN
La Universidad colombiana, congregada en AS-
CUN, adelanta permanentemente estudios y re-
flexiones sobre el marco legal que rige la educación 
superior. Del mismo modo, es consciente de la ne-
cesidad de mejorarlo sustancialmente. El Gobierno 
expresó su deseo de modificar la Ley 30 de 1992, 
desde la perspectiva de regular la prestación del 
servicio público, y presentó su propuesta, en mar-
zo del presente año. La respuesta de la Asociación, 
ante el texto de reforma, que se incluye en este 
documento, se elaboró en forma colegiada, a través 
de múltiples foros y reuniones.
Los rectores universitarios asociados en ASCUN, 
actores claves del sistema de educación superior en 
Colombia, también apoyan los propósitos enuncia-
dos por el Ejecutivo, en cuanto a mejorar la calidad, 
ampliar cupos y fortalecer los principios de buen 
gobierno y transparencia del sector. Consideran, 
además, que es loable el esfuerzo del Gobierno de 
ampliar las posibilidades para el crédito educativo 
y de generar mayores recursos para la educación 
superior, la ciencia y la tecnología, mediante la dis-
tribución de regalías. No obstante, estiman que el 
proyecto de reforma, en la versión actual conocida, 
no responde adecuadamente a los propósitos plan-
teados por el mismo ente gubernamental, ni propi-
cia la transformación de la educación superior en 
favor del desarrollo nacional. 
En la formulación de observaciones, los rectores 
de las Universidades parten de los siguientes postu-
lados básicos: 
•	 El	 sistema	de	 educación	 superior	 es	 complejo,	
múltiple, variado, diferenciado e  interrelacionado.
•	 La	 tipología	 de	 las	 instituciones	 de	 educación	
superior es una consecuencia de las diferentes 
estructuras académicas y sus dinámicas, a partir 
de las tareas misionales de las instituciones que 
integran el sistema.
•	 La	Universidad	es	una	institución	de	educación	
superior, con notas misionales distintivas, que 
fundamentan su autonomía en la consolidación 
de comunidades académicas.
•	 La	acreditación es voluntaria, y en consecuencia, 
no puede operar como un mecanismo de dife-
renciación jurídica de las instituciones de educa-
ción superior. 
•	 Al	considerar	y	reconocer	la	educación	superior	
como bien público, el servicio educativo deberá 
ser ofrecido por instituciones estatales y priva-
das, sin ánimo de lucro.
•	 El	objetivo	de	la	reforma	de	ampliar	la	cobertura	
exige un aumento mayor en el gasto público de 
la educación superior.
Los anteriores postulados constituyen los referen-
tes desde los cuales se analizan las diferentes pro-
puestas presentadas por el Ministerio de Educación 
Nacional, los cuales son producto de distintos enfo-
ques, modelos y concepciones sobre Universidad y 
sobre lo que se llama en el país, educación superior.
En ese sentido, es conveniente orientar el  debate 
hacia los aspectos globales que han generado la ma-
yoría de comentarios de parte de los rectores y de la 
comunidad académica, y hacer un esfuerzo por prio-
rizarlos. Como punto de partida de la discusión de la 
propuesta de reforma, ASCUN, en representación de 
los rectores de las Universidades del país, propone los 
siguientes temas, que conforman un marco concep-
tual para la formulación del articulado de la misma:
- Autonomía y la propuesta de ley estatutaria
- Inspección y vigilancia
- Sistema de educación y tipologías 
- Concentración de facultades del Ministerio de 
Educación Nacional
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- Calidad y equidad
- Definición de Universidad y acreditación obliga-
toria
- Financiamiento 
- Apertura de instituciones con ánimo de lucro
- Otros aspectos
A continuación, se analiza cada uno de estos 
puntos. La información se organiza en tres catego-
rías: un marco de referencia, que sirve de contex-
to a los dos puntos siguientes; las observaciones y 
desacuerdos frente a la propuesta gubernamental; y 
las propuestas que hace la Universidad colombiana.
AUTONOMÍA Y LEY ESTATUTARIA 
SOBRE AUTONOMÍA UNIVERSITARIA
Marco de referencia
El concepto de autonomía universitaria es ante-
rior al concepto de Estado-nación. La Carta Magna, 
que tuvo su origen en la Universidad de Bologna, 
lo consagra como estrategia internacional para im-
pulsar la acción y el desarrollo de las Universida-
des. Las Universidades colombianas y de América 
Latina se han adherido a los principios de dicha 
carta. En efecto, lo han hecho público en diferentes 
reuniones y foros, a lo largo y ancho del Continen-
te, propiciados por las diferentes asociaciones: Uni-
versidades Públicas de América Latina y el Caribe, la 
Unión de Universidades de América Latina (Udual), 
el Instituto Internacional de Educación Superior 
para América Latina y el Caribe de la United Nations 
Educational, Scientific and Cultural Organization 
(Iesalc/Unesco), otras asociaciones de Universida-
des de la región y del mundo.
La protección de la autonomía universitaria hace 
parte de la misión institucional de ASCUN: “La Aso-
ciación Colombiana de Universidades tendrá a su 
cargo la salvaguardia y el incremento de la autono-
mía universitaria, la libertad de enseñanza e investi-
gación científica y cultural; el alto nivel académico 
e idoneidad de los estudios; la vinculación de la 
Universidad al análisis de los problemas nacionales; 
los programas de asociación de esfuerzos académi-
cos; y, la solvencia económica de las universidades” 
(ASCUN, 1957). 
En consecuencia, la defensa de la autonomía no 
es un hecho aislado en el cual la Universidad co-
lombiana tenga que asumir una posición frente a la 
distorsión de su naturaleza por las restricciones que 
la reforma de la ley de educación superior pretende. 
En el contexto del país, se evidencia también que 
está muy en consonancia con el precepto que fijó la 
Asamblea Nacional Constituyente: “Se garantiza la 
autonomía universitaria. Las Universidades podrán 
darse sus directivas y regirse por sus propios estatu-
tos, de acuerdo con la ley. La norma establecerá un 
régimen especial para las Universidades del Estado. 
El Estado fortalecerá la investigación científica en 
las Universidades oficiales y privadas y ofrecerá las 
condiciones especiales para su desarrollo. El Estado 
facilitará mecanismos financieros que hagan posible 
el acceso de todas las personas aptas a la educación 
superior” (Constitución Política, Art. 69).
La Universidad es autónoma para poder ejercer 
su función social de conciencia crítica, generadora y 
difusora del conocimiento. El ejercicio de la autono-
mía es garantía de consolidación de la democracia, 
obtención de índices de vida más adecuados para 
toda la población, equidad y desarrollo social; a la 
par del afianzamiento del progreso económico y el 
avance de los factores de competitividad del país, 
para ingresar a un mundo globalizado. Adquiere 
sentido cuando le permite a las instituciones uni-
versitarias contribuir a las transformaciones que la 
sociedad requiere para el logro del bien común. En 
el Estado social de derecho, la autonomía univer-
sitaria debe fortalecer la democracia por el aporte 
crítico a la formación de ciudadanía.
La autonomía es integral y no puede ser segmen-
tada. Es diferente a la libertad de empresa: consagra 
la independencia de los poderes públicos y también 
es distinta a otras autonomías en la Constitución; la 
sociedad la otorga y el Estado la reconoce, en razón 
del significado la Universidad y el papel que esta 
cumple en la sociedad, además, del aporte al nuevo 
conocimiento científico; finalmente, descansa sobre 
la libertad de cátedra y de enseñanza de las comu-
nidades académicas y científicas, organizadas como 
Universidades, que son capaces de autodeterminar-
se y autogobernarse.
Consecuentemente, la Universidad colombiana 
ha sido fiel a este principio constitucional. Prueba 
de ello es la respuesta ante los desafíos del desarro-
llo nacional. Ha sido pionera en la ampliación de 
cobertura; en el logro de la calidad, hasta alcanzar 
niveles de excelencia; en la promoción de la inves-
tigación científica y la divulgación del conocimien-
to; en la realización de programas para reducir los 
impactos de la pobreza en los sectores menos favo-
recidos, como son el servicio social y el voluntaria-
do. Ha propiciado, además, la formación técnica y 
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tecnológica para atender las necesidades del sector 
productivo y las políticas de mejoramiento de este 
nivel de formación. Estos son hechos que puede 
mostrar la Universidad para atender las distintas de-
mandas sociales y como un actor con responsabili-
dad en el desarrollo económico y social. 
La defensa de la autonomía universitaria no es 
una reacción defensiva frente al temor por la com-
petencia, y mucho menos una reivindicación injus-
tificada en detrimento de las demás instituciones de 
educación superior de creación legal. Corresponde 
a una actitud responsable de defender la Constitu-
ción Política de Colombia y al respeto por lo defini-
do en el actual artículo 69 expedido en su momento 
por la Asamblea Nacional Constituyente. 
Observaciones al proyecto de ley del Gobierno 
nacional.
No es aceptable la intención del proyecto del Go-
bierno que predica por igual la autonomía para todas 
las instituciones de educación superior (IES) en la 
perspectiva de ampliar la cobertura desde el merca-
do. Se considera que esta una interpretación inade-
cuada de un concepto de la Corte Constitucional. 
El proyecto plantea autonomía para todas las IES, 
pero la restringe para las Universidades, al definir-
le requisitos para su reconocimiento como tal. Les 
hace exigencias en la configuración y gobierno, y 
les determina mayores elementos de inspección que 
ponen de manifiesto un marco confuso de interpre-
tación de la autonomía, expresada en la Constitución 
Política. Es así como al ampliar el reconocimiento de 
igual autonomía a todas las IES, desconoce la natu-
raleza de la Universidad. En consecuencia, debilita 
su papel ante la sociedad y envía un mensaje contra-
dictorio, pues da a entender que la autonomía es la 
posibilidad de tramitar ante el Gobierno nacional la 
apertura de programas en todas las áreas y niveles y 
crear nuevas figuras comerciales. 
El proyecto pretende imponer, en la conforma-
ción de los órganos de gobierno de todas las Uni-
versidades, a representantes del sector productivo 
como único actor social relevante. La iniciativa li-
mita la capacidad de decidir quiénes integran los 
órganos de gobierno de los entes universitarios; 
además de fijar inhabilidades que no se aplican a 
otros sectores en el país. El articulado no recoge 
la propuesta de las Universidades colombianas de 
crear el Consejo Nacional Universitario, como me-
canismo para contribuir a la autorregulación del sis-
tema y para promover un desarrollo institucional 
de excelencia, como procesos fundamentales en el 
ejercicio de la autonomía universitaria.
Sugerencias de los rectores
Sobre el tema de la Autonomía los rectores con-
sideran la necesidad de interpretar y perfeccionar el 
mando constitucional al respecto, mediante la pro-
mulgación de una ley estatutaria que lleve a ejecu-
ción dicha disposición. 
Como aspecto complementario, se considera 
que, al incluir en el articulado sobre autonomía en 
la reforma de la Ley 30, se tenga en cuenta la di-
ferenciación existente entre las Universidades y las 
demás instituciones de educación superior, para 
que dicha nota se aplique, en su debida dimensión, 
a unas y otras instituciones. No obstante, la pro-
puesta más importante sobre el tema que presentan 
los rectores, es la necesidad de fijar claramente los 
límites de la autonomía universitaria y de la inspec-
ción y vigilancia, en la perspectiva de dirimir, de 
forma definitiva, el necesario equilibrio entre estos 
dos principios constitucionales; tarea que ha venido 
cumpliendo la honorable Corte Constitucional me-
diante un volumen importante de sentencias.
MARCO DE REFERENCIA PARA EL 
DESARROLLO DE LA LEY ESTATUTARIA SOBRE 
AUTONOMÍA UNIVERSITARIA
Después de más de diez años de estudio y aná-
lisis, en los últimos meses se han llevado a cabo 
foros regionales y nacionales con estudiantes y do-
centes, encuentros temáticos, asesoría de expertos 
constitucionalistas y conceptos de ex magistrados 
de las altas cortes. ASCUN tiene listo el proyecto 
de ley estatutaria sobre autonomía universitaria, que 
se predica para las Universidades, con el concur-
so de diferentes fuerzas políticas, se presentará al 
Congreso para definir normativamente los alcances 
y límites de la autonomía universitaria en nuestro 
país, en desarrollo del artículo 69 de la Constitu-
ción. Muchas Universidades han participado en este 
periodo. Se destaca el papel y el compromiso de la 
Universidad del Rosario, la Universidad Nacional de 
Colombia y la Pontificia Universidad Javeriana.
En el proceso de elaboración del proyecto de 
ley, el equipo jurídico de la Asociación ha trabajado 
en los argumentos para la sustentar la necesidad de 
regular este principio mediante una ley de carácter 
estatutario. El cuerpo argumental se hará a partir de 
un exhaustivo análisis de las actas de la Asamblea 
Nacional Constituyente, de las sentencias de la Cor-
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te Constitucional, de los derechos que consagra la 
Constitución de 1991, de la legislación internacio-
nal, desde una perspectiva comparada, y muchas 
otras fuentes que han servido para precisar los ar-
gumentos de la exposición de motivos y el marco 
regulatorio del contenido de la propuesta.
La iniciativa fue aprobada por el Consejo Nacio-
nal de Rectores en junio del presente año y se ha 
socializado con parlamentarios de diferentes ban-
cadas para presentarla, y subrayar que el proyecto 
es complementario con el texto gubernamental que 
pretende reformar la educación superior. Incluso, 
se invitó al Gobierno Nacional a acompañar esta 
iniciativa de las Universidades y a constituirse en 
proponente del proyecto.
Contenido de la ley estatutaria.
El artículo 152 de la Constitución Política señala, 
en su literal a., que los derechos fundamentales son 
materia que se regula mediante ley estatutaria. La 
actual ley 30 de 1992 y la reforma propuesta por 
el MEN apuntan a regular la prestación del servicio 
educativo como servicio público, por tanto, tienen 
un propósito distinto al de la ley estatutaria. En con-
sideración a que la educación se encuentra en la 
Carta como un derecho social. No obstante, por co-
nexidad con los derechos fundamentales a la liber-
tad de enseñanza, cátedra e investigación, en múl-
tiples fallos de las altas cortes, se asume como tal. 
En consecuencia, el contenido de una propuesta de 
ley estatutaria debe estar en los siguientes términos:
- Es una solución estructural al problema del ejer-
cicio de la autonomía universitaria: desarrolla el 
artículo 69 de la Constitución; aclara los límites y 
alcances de la autonomía frente a la inspección 
y vigilancia; recoge la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional; permite un desarrollo futuro del 
derecho educativo, que requerirá de jueces es-
pecializados en la materia, con lo cual se avanza 
en la seguridad jurídica para toda la comunidad 
universitaria; crea un órgano regulador; e im-
pulsa y reconoce las comunidades académicas y 
científicas.
- Es un marco normativo de derechos y de princi-
pios fundamentales. Esta normativa hace efectiva 
la voluntad claramente expresada en la Constitu-
ción Nacional y ampliamente respaldada por la 
jurisprudencia de las Cortes durante los 17 años 
de la Ley 30 de 1992. En esta se reconoció que 
no todas las instituciones de educación superior 
son Universidades, en el sentido pleno. Por tan-
to, diferenció los ámbitos de autonomía1, que no 
fueron posteriormente desarrollados en la regla-
mentación de dicha ley.
- Es el instrumento jurídico apropiado para conju-
gar los dos preceptos constitucionales, aparente-
mente contradictorios: el de la suprema inspec-
ción y vigilancia, que le corresponde al Gobierno 
Nacional, y el ejercicio de la autonomía por parte 
de las Universidades. Por eso se propone que 
“el Estado, en las leyes que regulen su facultad 
de inspección y vigilancia, dispondrá de instru-
mentos que aseguren las condiciones mínimas de 
solvencia académica, económica y ética de las 
Universidades, de su cuerpo directivo y la trans-
parencia en su gestión. De igual forma, estable-
cerá mecanismos que verifiquen las condiciones 
de calidad de los programas de pregrado o de 
posgrado que conlleven el otorgamiento de tí-
tulos académicos por parte de las universidades, 
especialmente en aquellos que por ley habiliten 
para el ejercicio de un oficio o profesión, sin me-
noscabo de lo establecido en la presente ley”.
- Propone la creación del Consejo Nacional Uni-
versitario como organismo para la concertación 
de políticas públicas educativas, del plan secto-
rial y como ente privilegiado para la deliberación 
y coordinación de acciones para la Universidad 
colombiana. La creación de este organismo, que 
no se contrapone a la existencia del Consejo Na-
cional de Educación Superior (CESU), asegurará 
la participación de la Universidad en el diseño y 
desarrollo de las políticas de educación superior, 
para el logro de los objetivos de los planes de 
desarrollo y para la ubicación de la Universidad 
colombiana en los distintos ranking de las Uni-
versidades de clase mundial.
En el marco histórico, institucional y legal arriba 
señalado, ASCUN reitera ante el país, el Congreso y 
1 La autonomía se predica de las Universidades, puesto 
que son ellas las forjadoras del pensamiento crítico y se 
evidencian como factor de desarrollo social. De allí la 
necesidad de ser independientes del poder político, del 
ente gubernamental y de las múltiples formas del poder 
económico. Por tanto, los miembros de las comunidades 
académicas que se organizan como Universidades son 
los titulares del derecho fundamental a la autonomía, 
sin la cual no podrían cumplir con la misión social que 
les ha encomendado la sociedad y el saber. Requieren 
entonces de la posibilidad de autodeterminarse y auto-
rregularse como condición inherente a su razón de ser.
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la opinión pública la necesidad de una ley estatuta-
ria, que regule el ejercicio de la autonomía universi-
taria. Señala, además, su decisión de seguir trabajan-
do ante el Congreso y ante la opinión pública para 
su estudio, análisis, defensa y final promulgación.
INSPECCIÓN Y VIGILANCIA
Marco de referencia
La Ley 30 puso para las Universidades el re-
quisito de informar la apertura de programas. Por 
errores cometidos por instituciones que no tenían 
la condición ni el reconocimiento de Universida-
des, se informó al Gobierno, mediante una nota, la 
creación injustificada e irresponsable de múltiples 
programas. Ante ese abuso y ese despropósito, el 
Ejecutivo reglamentó el trámite para la apertura de 
programas sin diferenciar el tipo de IES, resultando 
afectadas las Universidades. 
A partir de ese hecho, la pretensión del Gobier-
no de no distinguir el tipo de IES, en las múltiples 
regulaciones ha sido un error constante. Se han ex-
pedido decretos reglamentarios, sin distinguir, ex-
cediendo los límites de la capacidad reglamentaria 
del Ejecutivo y aplicados a todas las instituciones 
de educación superior. Varios de esos decretos han 
sido declarados inconstitucionales. Se ha llegado, 
por lo tanto, a un exceso de reglamentación de ma-
nera indiscriminada. Este era uno de los aspectos 
que la Universidad creía se iban a remediar median-
te la reforma de la Ley 30.
 
Observaciones al proyecto de ley del Gobierno 
nacional
En este ambiente, y contrario a lo esperado, la 
propuesta de reforma de la Ley 30 enfatiza en los 
aspectos sancionatorios y regulatorios, no los de la 
autonomía, la autorregulación, el buen gobierno y 
la transparencia. La iniciativa muestra desconfianza 
frente a la Universidad colombiana y su capacidad 
para asumir los retos. El Gobierno parece conside-
rar que la calidad se asegura con mayores controles 
y que si se permite la autonomía, se deteriora la 
calidad. En cuanto a la inspección y vigilancia, se 
percibe en el proyecto un estricto régimen policivo, 
que no interpreta el sentido expresado en la Cons-
titución de garantizar la calidad; por el contrario, 
se establecen regulaciones que son privativas del 
Legislativo. 
El proyecto persiste en el actual modelo de ins-
pección y vigilancia. Se excluyen a las comunidades 
académicas en la integración de la Conaces2 y, a 
cambio, la inclusión de la representación del sector 
productivo. Así mismo, en varios artículos, se esta-
blece la definición de nuevos aspectos en la dimen-
sión académica, sin la participación estructurada 
de las comunidades académicas; aspectos nuevos 
como: el suplemento al título, el marco nacional de 
cualificaciones, entre otros asuntos. 
La propuesta de las Universidades
Las Universidades son conscientes de que es in-
dispensable la instauración de controles y prácticas 
de buen gobierno en las instituciones, para garanti-
zar al país el cumplimiento de la función social que 
les compete. Solicitan que se señalen con claridad 
cuáles son las diferencias, alcances y consecuencias 
de la inspección y la vigilancia, como procesos que 
cualitativamente atienden diferentes aspectos para 
garantizar la calidad. Solicitan, además, se contem-
plen en la norma solamente los asuntos que ameri-
tan procesos de carácter disciplinario, para no dejar 
abierta a la subjetividad de los funcionarios, la cali-
ficación de faltas y el otorgamiento de de sanciones, 
sin un principio claro de proporcionalidad. 
Las Universidades solicitan también que se incorpo-
ren al mejoramiento del modelo de inspección y vigi-
lancia, mediante la autorregulación, la constitución del 
Consejo Nacional Universitario, el énfasis en la transpa-
rencia, y la colaboración en el sistema de información de 
la educación superior. Sugieren, además, que se debe 
crear un sistema inteligente de inspección y vigilancia. 
Hay que aprovechar mejor los numerosos sistemas de 
información de que disponen el estado y la sociedad.
EL SISTEMA DE EDUCACIÓN SUPERIOR 
Y LAS TIPOLOGÍAS INSTITUCIONALES
Marco de referencia
El establecimiento de la tipología de las IES tie-
ne como criterio la naturaleza de lo que se enseña: 
¿cómo se va a enseñar?, ¿para qué se va a enseñar? 
Los diferentes tipos de instituciones que integran el 
sistema generan diversas formas de operación, en 
consonancia con la estructura de conocimiento que 
manejan. Por tanto, pretender normas académicas 
universales o desconocer las tipologías lleva a uni-
formidad en la actividad, y sería inconsistente con 
los propósitos del sistema.
2 Comisión Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la 
Educación Superior.
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Observaciones a la propuesta de reforma del Go-
bierno nacional
El MEN no aceptó la necesidad de diferenciar y 
diversificar las IES responsables de la prestación del 
servicio, no obstante había reconocido la necesi-
dad de regular un sistema. La vocación es decisión 
autónoma de cada institución y la calidad implica 
guardar fidelidad a ella. Se advierte la confusión en 
los alcances de los distintos tipos de formación, si 
se observa que corresponden a la misma categoría 
las ocupaciones, las disciplinas y las profesiones.
El sistema propuesto por el Ejecutivo no dife-
rencia y no promueve la diversificación de las IES. 
Las instituciones se van a definir a posteriori en el 
mercado, sin propiciar la identidad institucional y 
la fidelidad a esa identidad. Hay confusión en los 
alcances de los distintos niveles de formación. Se 
mezclan en la misma categoría las ocupaciones, las 
disciplinas y las profesiones. 
En la propuesta del Gobierno, al eliminar la tipo-
logía de las IES, lo que se promueve es que todas 
tendrán la misma posibilidad de generar oferta y de 
entrar a competir por ella. La razón es que todas 
pueden hacer lo mismo, sin distinción, y las insti-
tuciones, que actualmente se denominan tecnológi-
cas, pretenderán ampliar su espectro de programas 
(incluido el doctorado), en detrimento del tipo de 
formación tecnológica que responde a su carácter 
fundacional y misional. 
El articulado de la propuesta autoriza a todas 
las IES para conferir títulos en todos los niveles de 
grado y posgrado. Sin tener en cuenta la vocación y 
diferenciación, Se debilitan los niveles en los que la 
demanda es menor en la actualidad. Estos son im-
portantes y necesarios para el desarrollo de la eco-
nomía3. Por ello, no se comprende esta postura de 
la propuesta, frente a los planes del gobierno y a los 
proyectos de desarrollo que busca. Por el contrario, 
se necesita con urgencia perfilar la oferta de educa-
ción superior y fortalecer el modelo de formación 
tecnológica y técnica, en razón a las necesidades 
del país y el propósito de lograr una articulación 
con el sector productivo.
Propuestas de las Universidades
La propuesta de ASCUN es definir un sistema 
de educación superior con dos subsistemas: sub-
3 El Gobierno lo ha sostenido cuando afirma que las pirá-
mides laboral y educativa no se corresponden y están 
invertidas.
sistema de formación universitaria y subsistema de 
formación técnica y tecnológica.
Se considera que el proyecto debe exponer una 
idea de Universidad y de su papel en la sociedad, 
sin reducirla al cumplimiento de varios requisitos y 
limitarla a la formación orientada al mercado labo-
ral. La formación universitaria, además de generar 
riqueza económica, tiene un deber mayor de formar 
buenos ciudadanos, y en valores democráticos más 
excelsos, como lo son el disenso, la participación, 
el pluralismo, la solidaridad y la excelencia, propios 
de un Estado social de derecho. La Universidad es, 
por su naturaleza, una institución generadora de co-
nocimiento, que actúa como conciencia crítica de la 
sociedad y que aporta una formación orientada al 
desarrollo de la ciencia y la tecnología, y no sola-
mente a su aplicación.
Se considera que en el proyecto es preciso tra-
bajar para el fortalecimiento de una educación téc-
nica y tecnológica de alto nivel. Sin embargo, en la 
versión actual dicha formación quedará como un 
paso intermedio para profesionalizar y como estra-
tegia de mercado para captar estudiantes, en medio 
de la existente asimetría de información, pese a la 
presencia del Sistema Nacional de Información de 
la Educación Superior (Snies), creado por la Ley 30 
de 1992. 
La propuesta no estimula la calidad de los pro-
gramas técnicos y tecnológicos, a los que los es-
tudiantes tengan la posibilidad de acceder según 
sus intereses, preferencias y potencialidades; mu-
cho menos la equidad regional en la oferta de edu-
cación superior en el territorio nacional, aspectos 
indispensables para propiciar un mejor desempeño 
de la economía, el fortalecimiento del capital huma-
no y el logro del bienestar general de los ciudada-
nos. En esta forma, el proyecto va en contravía de 
las políticas expresadas por el Gobierno Nacional, 
que favorecen las carreras técnicas y tecnológicas.
Por otro lado, es preciso dar mayor relevancia 
a los posgrados. En ese sentido, debe pasarse a 
un sistema de educación superior con mayor peso 
en esta etapa. No se percibe en la propuesta una 
apuesta por el desarrollo de los programas de for-
mación de alto nivel, de carácter investigativo. Se 
evidencia una desvalorización de esta formación 
como un reflejo de la lógica de mercado, y no de 
una educación que responda a necesidades y po-
tencialidades, para un mayor desarrollo científico.
De la misma manera que se propone que el pro-
yecto incluya estrategias de política que articulen el 
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pregrado con el posgrado, este debe también plan-
tear iniciativas de política que articulen el sistema 
terciario con la educación básica y media. Hay que 
fortalecer la propuesta de regionalización, que es 
sustancialmente débil en la propuesta gubernamen-
tal. Al respecto, no hay instrumentos efectivos en 
las secretarias departamentales. No se comparte la 
propuesta de constitución de instancias y entes de-
partamentales, porque van en contravía de la volun-
tad constitucional por la regionalización. Además, 
desconoce el pobre impacto que han logrado las 
secretarías departamentales sobre el seguimiento y 
la calidad de la educación básica y media. 
No se puede desconocer la otra institucionalidad 
regional, que se expresa en los comités de compe-
titividad o los comités Universidad-empresa-Estado, 
donde las Universidades participan de manera des-
tacada. Por lo tanto, es preciso superar la no dife-
renciación de las IES con otras instituciones que, 
como el SENA y las Normales Superiores, que sin 
estar constituidas como instituciones de educación 
superior, se les permite la prestación del servicio de 
educación superior. 
CONCENTRACIÓN DE FACULTADES EN EL MEN
Observaciones a la propuesta de reforma
Se concentran en el MEN, por propuesta que 
nace del propio Ministerio, además, las siguientes 
funciones: establecer las políticas y promover el fo-
mento; dictar reglamentos, regular e inspeccionar; 
vigilar, controlar, investigar y tipificar las faltas; y 
sancionar. En la práctica, concentra tareas de los po-
deres legislativo, ejecutivo y judicial. No se refleja en 
la propuesta el más mínimo asomo de lo que exige 
un sistema democrático: instancias distintas para le-
gislar, ejecutar y judicializar. El resultado es la pri-
macía de la inspección y vigilancia sobre las otras.
Propuestas de ASCUN
ASCUN, en su propuesta de políticas 2010-2014, 
ha expresado la necesidad de redimensionar el Vi-
ceministerio de educación superior, de modo que 
asuma funciones de fomento y articulación; no obs-
tante, estas inquietudes rectorales no se reflejan en 
la propuesta. Sin una institucionalidad moderna, 
por parte del Estado, en materia de educación su-
perior, es muy difícil atender debidamente un tema 
de tanta trascendencia para el país, más allá de los 
esfuerzos de cobertura y de inspección y vigilancia 
que se desean.
Se considera que los siguientes procesos esen-
ciales deben ser atendidos por el Ministerio de Edu-
cación en interacción con otros sectores del Estado 
y de la sociedad: 1. Fomento, promoción y asegura-
miento de la calidad de la educación superior en ca-
beza del CNA, la Conaces, el Icfes y un órgano de-
dicado al fomento. 2. Información de la educación 
superior a través del Snies; 3. Seguimiento laboral 
y del desempeño de los profesionales, a través del 
Observatorio Laboral para la Educación (OLE). 4. 
Apoyo a la internacionalización de la educación 
superior; 5. Apoyo a la investigación científica, en 
conjunto con Colciencias; 6. Competitividad e inno-
vación tecnológica en conjunto con el Departamen-
to Nacional de Planeación, los ministerios corres-
pondientes, Colciencias, las empresas del país y los 
organismos establecidos para tal fin; 7. Innovación 
pedagógica, formación docente y tecnologías de la 
información y del conocimiento; 8. Financiación y 
crédito para la educación superior, en cabeza del 
Icetex, 9. Pensamiento prospectivo y planeación es-
tratégica del sector; y 10. Desarrollo regional de la 
educación superior.
CALIDAD Y EQUIDAD
Marco de referencia
Para avanzar en términos de equidad, se requie-
re que los grupos poblacionales más vulnerables 
tengan acceso a programas e instituciones de reco-
nocida calidad y permanencia en ellos. La equidad 
en el acceso a la educación superior no es cuestión 
de cupos. Además, hay dificultades para conciliar 
la cobertura con la calidad, toda vez que se tienen 
problemas en la educación básica y media, y se de-
ben atender grupos poblacionales pobres con bajos 
capitales educativos y culturales. Existe también in-
equidad regional, que debe superarse.
Por otro lado, el concepto y la medición de ca-
lidad deben estar relacionados con el logro de la 
equidad, es decir, con el valor agregado que se le 
da al estudiante. Como variables fundamentales 
para incrementar la calidad es preciso incidir en la 
transformación de la docencia; en la innovación pe-
dagógica; en el uso de las TIC; en la internaciona-
lización; en la práctica de la responsabilidad social 
universitaria (RSU); y en la innovación social.
Otros criterios para entender la calidad en las 
instituciones son medir su contribución a la ge-
neración de política pública (pertinencia social) y 
evaluar la implicación en la vida social y cultural, 
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para hacer que la ciencia y el arte estén al alcance, 
comprensión y uso por parte del conjunto de la 
sociedad.
Observaciones a la propuesta de ley del Gobierno 
nacional
Un enfoque que promueva la calidad debe tener 
un importante componente de autorregulación ins-
titucional y ser diferenciado. La calidad de la edu-
cación superior puede impulsarse desde el Estado 
(con inspección y vigilancia, por ejemplo, por el 
registro calificado); desde el mercado; o desde las 
Instituciones (a través de la autorregulación y del 
fomento). Está demostrado que se avanza mucho 
más en materia de calidad cuando ella se promueve 
desde las instituciones. 
La propuesta está focalizada en la evaluación de 
las IES y los programas, pero no se hace alusión al 
sistema y a los mecanismos que se deberían incor-
porar para el mejoramiento y desarrollo de estas 
instituciones, y para la evaluación de los demás fac-
tores que las integran. Pretende que, con el diseño 
actual, se fortalezcan los procesos de aseguramien-
to y se promuevan los procesos de autorregulación 
institucional. El modelo permanece igual; no se 
avanza hacia nuevos esquemas de aseguramiento 
de la calidad. No se desarrollan estrategias ni políti-
cas distintas de calidad según se trate de formación 
universitaria o de formación técnica y tecnológica. 
Con el argumento del aseguramiento de calidad, 
pareciera que en la iniciativa se asumen muchas 
tareas de inspección y vigilancia.
En relación con la evaluación y fomento como 
procesos del sistema de calidad, no hay un desa-
rrollo de mecanismos, ni se prevén recursos y es-
trategias para fomentar la calidad. Se deja el finan-
ciamiento de la calidad al mercado, deteriorando la 
capacidad del sistema para ser un instrumento de la 
movilidad social y de la equidad. 
La propuesta no esboza estrategias y recursos 
para el fomento a la investigación y a la innova-
ción, para evitar continuar trasladando esos costos 
a la operación de las instituciones y a la matrícula. 
En ella no hay un proyecto debidamente financiado 
para fomentar la calidad. Se limita a hacer una des-
cripción de los sistemas de registro, acreditación y 
evaluaciones hoy existentes. Además, deja el finan-
ciamiento de la calidad al mercado, deteriorando la 
capacidad del sistema para ser un instrumento de 
la movilidad social y de la equidad. La calidad y su 
aseguramiento requieren inversiones permanentes 
y crecientes. La experiencia internacional en Brasil, 
Estados Unidos, Chile y otros países así lo demuestra
El proyecto adolece de un planteamiento sobre 
estrategias y recursos para fomentar la investigación 
y la innovación, además de la articulación de las 
instancias de ciencia y tecnología con la educación 
superior. En esta situación, las instituciones que de-
cidan orientar su proyecto al desarrollo de inves-
tigación de excelencia, como fundamento de su 
compromiso misional y de su calidad institucional, 
tendrán que trasladar estos costos a la matrícula. 
El financiamiento de los sistemas de investigación 
tiene criterios de “servicio” y no de “derecho”. Esto 
es, los recursos de financiación estarían orientados 
a proyectos que sean de interés para la obtención 
de lucro o retorno de inversión.
Hay preocupación porque se traslade el costo de 
la calidad a las familias, en tanto el Estado plantea 
la incapacidad de asumir el financiamiento de la 
Universidad pública. Por esta razón promueve la 
búsqueda de capitales nacionales y externos, que 
miran el sector de la educación como una inversión 
rentable. Si se busca calidad, los costos de la misma 
se verán reflejados en altos valores de las matrícu-
las. Si se busca rentabilidad, se sacrificará calidad y 
pertinencia. 
Propuesta de las Universidades
Se sugiere la formulación de una política integrada 
de la calidad universitaria, diseñada, elaborada y rea-
lizada en conjunto por todos los actores que en ella 
intervienen, a saber: el Estado, las Universidades y 
todos los organismos oficiales que componen el siste-
ma. Se requiere, además, la dotación con los recursos 
y estructuras adecuadas a los organismos rectores de 
la educación superior. Esta condición es indispensa-
ble para que, en el marco del fomento de la calidad 
académica, se promueva el desarrollo de la ciencia, la 
tecnología y la investigación. Se desarrollen, así mis-
mo, mecanismos apropiados para el logro de metas 
de excelencia, para el control de la deserción, la pro-
moción de la investigación, a favor de las regiones y 
del progreso del país, para el logro de la equidad en 
el acceso y el incremento de oportunidades para el 
talento humano formado en las Universidades. Todo, 
mediante la autorregulación institucional. 
La calidad como tarea, como meta y como mi-
sión conjunta es garante de que el sistema de edu-
cación superior y las Universidades, como prota-
gonistas insustituibles, cumplan a cabalidad con la 
pertinencia que se les exige y desarrollen sus activi-
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dades, en el marco de la responsabilidad social que 
les corresponde.
Se requiere de un debate para diseñar un nuevo 
sistema de aseguramiento de la calidad, que permi-
ta avanzar hacia nuevos modelos más avanzados, 
para construir la educación superior del futuro, ca-
paz de conducir al país hacia nuevos escenarios de 
bienestar, competitividad y desarrollo.
LA DEFINICIÓN DE UNIVERSIDAD 
Y LA ACREDITACIÓN OBLIGATORIA
El marco de referencia
El concepto y la idea de Universidad se expre-
san a través de la misión y la visión, los objetivos 
y metas, la estructura, los procesos y obligaciones 
que corresponden a la naturaleza misma de las ins-
tituciones que, en forma autónoma, asumen la deci-
sión de hacer avanzar en el conocimiento científico, 
y mediante su desarrollo, formar profesionales con 
profundas bases en las disciplinas y áreas del saber. 
A ella le corresponde ser la conciencia crítica de la 
sociedad. Por lo tanto, Universidad no es un con-
cepto de temporalidad sino de naturaleza y esencia 
de las instituciones.
En el país, después de la expedición de la Ley 
30 de 1992, las instituciones que han recibido el re-
conocimiento como Universidad, lo han hecho por 
un proceso evaluativo y con grandes esfuerzos a lo 
largo de varios años.
Además, son las Universidades las que han asu-
mido, con mayor compromiso, la excelencia y la 
calidad. Es cierto que las estadísticas sobre progra-
mas e instituciones con acreditación de alta calidad 
son relativamente bajas para lo que se quiere en un 
país que busca un posicionamiento internacional y 
pretende también fortalecer su capacidad competi-
tiva. No obstante, las cifras globales requieren ser 
analizadas de manera desagregada. 
Son precisamente las Universidades las que, de 
manera autónoma, se han impuesto el cumplimien-
to de mayores exigencias pues en mayor propor-
ción que las IES, que les han merecido el reconoci-
miento de la acreditación institucional.
Observaciones a la propuesta del Gobierno
Al querer definirla operacionalmente y no ontoló-
gicamente, la idea de Universidad se torna temporal 
e instrumentalizada, en función del cumplimiento de 
unos indicadores. Tanto la temporalidad de la condi-
ción de Universidad como los requisitos de calidad, 
que se exigen solo para ellas, ponen en riesgo el 
fortalecimiento e identidad de las actuales Universi-
dades. Se genera así desconfianza en las instituciones 
universitarias, sin un compromiso del Gobierno Na-
cional para fortalecer el ideario social de que solo en 
las Universidades se puede encontrar calidad porque 
están acreditadas, en tanto que la formación técnica 
y tecnológica, que es la que requiere fortalecerse, es 
impartida en instituciones de menor calidad.
La acreditación en el sistema de aseguramiento 
de la calidad colombiana está en la perspectiva de 
autorregulación y no de inspección y vigilancia. No 
puede ser un requisito de procedimiento, pues pier-
de su gran potencial de mejoramiento de la calidad 
como un compromiso ético de toda la comunidad 
universitaria. La acreditación de alta calidad es un 
mecanismo de fomento y una decisión voluntaria 
de la institución. En la propuesta, la acreditación es 
temporal, pero esa temporalidad puede llevar a la 
volatilidad institucional, con efectos negativos para 
las comunidades universitarias. 
Por lo tanto, no es aceptable que la acreditación 
institucional constituya un criterio con implicacio-
nes administrativas y jurídicas al definir el carác-
ter de Universidad. Tampoco es aceptable que se 
convierta en el mecanismo para posibilitar la oferta 
de programas en niveles para los cuales no fue ni 
creada ni acreditada una institución técnica o tecno-
lógica. Debe recordarse que la acreditación evalúa 
el cumplimiento de la misión institucional y ella está 
en relación con la naturaleza de la institución. Por 
ello, cuando se acredita una institución universita-
ria, tecnológica o técnica, se reconoce su alta cali-
dad como tal y no como Universidad.
Cabe recordar que uno de los cinco postulados 
del documento de los rectores, entregado a la Mi-
nistra y retomado en el presente documento, seña-
la: “La acreditación es voluntaria; en consecuencia, 
no puede operar como un mecanismo de diferen-
ciación jurídica de las IES”. 
Propuesta de las Universidades
Es necesario acelerar el proceso de acreditación, 
a partir de políticas de autorregulación, fomento, 
estímulos y reconocimientos sociales. Se propone 
que los actos administrativos que se trasladan, en 
el proyecto, al Consejo Nacional de Acreditación 
(CNA) sigan en cabeza del MEN, máxime cuando 
se considera una estrategia fundamental de los con-
venios de convalidación de títulos con otros Go-
biernos. 
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FINANCIAMIENTO
El marco de referencia
Cualquier reforma de la educación superior que 
pretenda la ampliación de cobertura, debe estable-
cer que la equidad y la calidad son requisitos que 
deben cumplirse junto con el aumento de cupos. De 
allí que se espere que la propuesta contenga, en su 
articulado, una solución estructural al actual déficit 
financiero que afrontan las Universidades estatales.
Se debe imponer el fortalecimiento de la inver-
sión estatal y la construcción de estrategias que 
faciliten la consecución de recursos adicionales, 
para apoyar la educación superior pública y priva-
da, para así cumplir con la responsabilidad social y 
contribuir a su sostenibilidad.
Cualquier política pública al respecto debe partir 
de la base de reconocer premisas como: 
– La canasta de costos universitarios está por en-
cima del índice de precios al consumidor (IPC); en-
tonces debe reconocerse el IPC más un porcentaje 
para todos los efectos. 
– Debe evitarse el traslado de los costos de in-
vestigación a las matrículas, en un contexto donde 
un alto porcentaje del ingreso familiar se destina a 
educación superior. 
– Se deben pensar estrategias más colectivas para 
la financiación en la perspectiva de bien público. Los 
grupos poblacionales de bajos recursos requieren ma-
yores inversiones y costos para su debida atención.
– Si se establece un índice que identifique las 
variaciones de los ítems que actualmente afectan los 
costos de la educación superior (canasta universita-
ria), este debe ser reconocido como base para asig-
nación de recursos en las Universidades públicas y 
en las privadas, para los incrementos de matrículas.
En la propuesta de reforma no se menciona si 
para la renovación del Fondo de Desarrollo de la 
Educación Superior (Fodesep), como sociedad anó-
nima, habrá inyección de nuevos recursos del Esta-
do, dado que su principal objetivo será actuar como 
instancia que estructura proyectos para vincular ca-
pital privado a la prestación del servicio público de 
educación superior. Tampoco se establece cómo se 
articula con las IES estatales y privadas.
El Instituto Colombiano de Crédito Educativo y 
Estudios Técnicos en el Exterior (Icetex) adquiere 
un importante protagonismo. En diciembre pasado 
se habían bajado las tasas de interés para el crédito 
educativo del 12-18% al 4%, y con la propuesta se 
pretende dejar, por ley y no amarrado a políticas de 
Gobierno, que los intereses sean del cero por cien-
to, además de beneficios de manutención para los 
beneficiarios y alternativas de pago de largo plazo, 
una vez se gradúe el estudiante, 
De esta manera, se potencializa al Icetex como 
entidad líder en crédito educativo, en el continente. 
Así mismo, se proyecta que los recursos, que por 
cualquier concepto reciban las distintas entidades 
del Estado, para ser utilizados como becas, subsi-
dios o créditos educativos, deberán ser trasladados 
a la entidad, que adquiere la dimensión de mega 
institución crediticia del Estado para la educación.
Observaciones a las propuestas del Gobierno
La financiación de las Universidades estatales 
debe estudiarse a la luz del modelo presentado por 
el Sistema Universitario Estatal (SUE), y variará se-
gún las metas que se deseen alcanzar. Se reclamó 
conocer la exposición de motivos del proyecto para 
hacer un análisis más completo. Se debe diferen-
ciar una propuesta para resolver problemas graves 
de coyuntura, reconocidos por el Gobierno cuando 
presentó, en la anterior legislatura, un proyecto de 
ley con mensaje de urgencia para modificar el artí-
culo 86 de la Ley 30, de una propuesta estructural. 
La iniciativa del Ejecutivo no considera los múltiples 
diagnósticos de desfinanciamiento de las Universi-
dades estatales y no acoge el modelo de sostenibili-
dad mínima propuesto por el SUE.
La propuesta del Gobierno no considera el incre-
mento de los costos reales, ni para el financiamien-
to de la Universidad pública ni para la autorización 
de los valores de matrículas en la privada. No fue 
considerado el proyecto de indexar con base en el 
incremento del costo de la canasta educativa.
No se atendió la solicitud, soportada en estudios 
realizados por ASCUN, de comprometer al sector 
financiero privado con el crédito educativo a través 
de la creación de fondos de redescuento para este 
fin en el Banco de la República. La alta tasa de ren-
tabilidad social justifica esta propuesta.
Propuesta de las Universidades
Es preciso reducir los costos de la gestión univer-
sitaria con medidas como: la supresión del IVA para 
las instituciones privadas sin ánimo de lucro; la su-
presión de los aportes al Sena y a las cajas de com-
pensación; la disminución de los impuestos locales; 
la asunción, por parte del Estado, de los costos de 
conectividad y del fomento de las TIC, sin distin-
ción de Universidades públicas o privadas. Se su-
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giere además, ampliar los beneficios tributarios que 
motiven las donaciones para becas a estudiantes de 
escasos recursos y para investigación. Otra opción 
que se recomienda es el establecimiento de fondos 
de redescuento y vinculación de grupos empresa-
riales, dada la alta tasa de rentabilidad social que 
tiene la educación superior, no solamente a través 
del Icetex. También se sugiere la creación de fondos 
especiales para financiación de la investigación.
El fortalecimiento de las Universidades en las re-
giones debe tener el compromiso de los entes territo-
riales para entregar recursos en forma continua que 
apoyen la financiación de estudiantes, el desarrollo de 
proyectos de investigación pertinentes a la región y el 
desarrollo de la infraestructura física y tecnología de 
las entes universitarios, necesarios para ofrecer una 
educación de calidad en las regiones. Esto implica 
incorporar eficientemente los recursos de las regalías.
LA APERTURA A LAS INSTITUCIONES
CON ÁNIMO DE LUCRO “SOCIEDADES 
POR ACCIONES”
Aunque el establecimiento de instituciones con 
ánimo de lucro quedó superado con la decisión del 
Gobierno Nacional de suprimir los artículos que 
habían sido propuestos originalmente, parece con-
veniente dejar constancia de las reflexiones realiza-
das por los rectores al respecto, sobre todo, porque 
queda claro que el tema solamente queda aplazado 
y no definitivamente superado, como se desprende 
de los comentarios del Presidente de la República.
Las estadísticas del Observatorio Laboral, recien-
temente presentadas por el MEN, señalan claramen-
te que la cobertura, la tasa de graduación y la cali-
dad han crecido sustancialmente. Todos estos resul-
tados, reconocidos y ampliamente publicitados por 
el MEN, han sido logrados por las IES actuales, tanto 
públicas como las privadas sin ánimo de lucro. Los 
indicadores demuestran la capacidad de respuesta a 
los retos, como también la responsabilidad y enor-
me compromiso de la institucionalidad actual.
La propuesta de las instituciones de educación 
superior con ánimo de lucro (Iesal) pretende resol-
ver problemas de cupos. En aras del ánimo de lucro, 
las IES no tienen ningún interés en la generación de 
bienes públicos ni de externalidades positivas de la 
educación superior. Por la necesidad de competir, las 
buenas Universidades sin ánimo de lucro reducirán la 
producción de estos bienes públicos y estas externa-
lidades. Se destaca la incoherencia con los fundamen-
tos de la reforma, en la cual se reconoce y hace ex-
plícita, la educación superior como un bien público. 
Las Universidades interesadas en calidad invier-
ten todo lo que pueden en profesorado de planta, 
en su formación avanzada, en infraestructura y en 
bienestar universitario. Las que están interesadas en 
producir utilidades trabajan con mínima infraestruc-
tura, con un número muy bajo de profesores de 
planta, con docentes de cátedra, con poca forma-
ción y de bajo costo. En la mayoría de los casos, se 
ha documentado que las utilidades de las IES con 
ánimo de lucro se han logrado a expensas de los 
generosos programas de crédito subsidiado. 
Las Iesal no resuelven los problemas de falta de 
financiación de las familias, ni los de mejoramiento 
de los índices de calidad. Tampoco zanjan las difi-
cultades latentes de la formación en ciencias bási-
cas, ni las de una mayor presencia en las regiones. 
La historia de la educación superior privada de Co-
rea es de éxito; pero ha sido siempre sin ánimo de 
lucro. Por el contrario, la calidad de la educación 
superior que logró el modelo chileno se encuentra 
seriamente cuestionada, como lo viene demostran-
do el movimiento estudiantil.
OTROS ASPECTOS CRÍTICOS DE LA 
PROPUESTA
La orientación hacia la pertinencia y de contribu-
ción a la transformación social y productiva, uno de 
los fines que promueve la reforma, no se hace evi-
dente en el desarrollo del articulado, en la medida 
que no hay apoyo a proyectos de impacto para el 
país, ni para instituciones de excelencia y tampoco 
para el fortalecimiento de la extensión. 
Del mismo modo, es motivo de preocupación 
que, reconociendo su importancia y estableciéndo-
las en sus fines, el proyecto de reforma no defina 
estrategias de fomento y fuentes de recursos para 
fortalecer la internacionalización. Deja a las Univer-
sidades la responsabilidad de adelantar convenios 
bilaterales, formar profesores, promover agendas. 
Finalmente, es cuestionable que se le asigne a 
los programas de bienestar de cada institución, la 
solución del problema de la deserción, descono-
ciendo que es un problema nacional. La creación de 
un fondo para la permanencia es una débil estrate-
gia remedial, que no necesariamente llegará a todas 
las instituciones. 
